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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 
11 de mayo de 2006, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de Dña. xxxxx, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 7 de abril de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de Dña. xxxxx, representada por D. yyyyy, debido a los daños sufridos 
en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 11 de abril de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 400/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Estella Hoyos. 
 

Primero.- El 3 de octubre de 2005 D. yyyyy, en nombre y 
representación de Dña. xxxxx, formula ante el Ayuntamiento de xxxxx una 
reclamación de responsabilidad patrimonial en la que manifiesta: 
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“Que el día 16 de junio de 2005 Dª. xxxxx era propietaria del 
turismo matrícula xxxx. 
 

 »Que indicado día, sobre las 19,35 horas, circulaba la Sra. xxxxx a 
los mandos del turismo descrito, y lo hacía normal y reglamentariamente por la 
calle xxxxx de la ciudad de xxxxx, sentido centro ciudad, cuando al llegar a la 
altura del número 65, al pasar por encima de una arqueta, ésta se levantó 
originando el reventón de la rueda trasera derecha del turismo y daños en su 
llanta. 
 

 »Inmediatamente Dª. xxxxx dio aviso a la Policía Local, 
personándose una dotación de la Sección de Atestados que comprobó la 
veracidad de los hechos expuestos elaborando el atestado que unimos como 
documento 1. 
 

 »Como consecuencia de los hechos descritos el vehículo sufrió 
daños cuya reparación ascendió a 412,89 euros, conforme al informe pericial y 
factura de reparación que aportamos como documentos 2 y 3”. 
 

Concluye solicitando que se acuerde indemnizar a Dña. xxxxx en la suma 
de 412,89 euros e intereses de actualización. 
 

Acompaña a la reclamación los documentos reseñados así como una 
copia del poder notarial acreditativo de la representación en que interviene D. 
yyyyy. 
 

Previamente, en fecha 11 de agosto de 2005, D. ddddd, en nombre de 
sssss, presenta un escrito reclamando por los daños ocasionados a Dña. xxxxx 
como consecuencia del siniestro referenciado, procediendo el Ayuntamiento a 
requerir a aquélla al objeto de que se acrediten las pertinentes 
representaciones conforme a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
 

Segundo.- Mediante Decreto de la Alcaldía de 17 de febrero de 2006 se 
nombra instructor del procedimiento. 
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Tercero.- El 20 de febrero de 2006 (notificado el 22 de febrero), el 
instructor, previa invocación de los artículos 14 y 15 del Reglamento de los 
procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 
patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, acuerda: 
 

“1º.- Iniciar procedimiento abreviado por responsabilidad 
patrimonial por entender, a la luz del parte de accidente de fecha 16 de junio 
de 2005 de la Policía Local, que resulta inequívoca la relación de causalidad 
entre los daños y el funcionamiento –mal funcionamiento, en este caso– de un 
servicio público, y considerar adecuado el importe indemnizatorio solicitado con 
los daños sufridos. 
 

 »2º.- Proponer al interesado la terminación convencional del 
procedimiento en los términos de la petición de la reclamación. A tal efecto, se 
le otorga el plazo de cinco días hábiles, contados desde el siguiente a la 
recepción de esta resolución”. 
 

Cuarto.- El 23 de febrero de 2006 la parte reclamante presenta un 
escrito manifestando expresamente su conformidad con la propuesta de 
terminación convencional formulada por el Ayuntamiento. 
 

Quinto.- El 3 de marzo de 2006 el instructor, de conformidad con la 
solicitud de la parte reclamante, propone “terminar convencionalmente el 
expediente de reclamación por responsabilidad patrimonial por daños al 
vehículo xxxx, formulada por D. yyyyy en nombre y representación de Dª. 
xxxxx”. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
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Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los Procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

Así, sin perjuicio de lo que posteriormente se dirá, se han observado las 
previsiones contenidas en los artículos 14 y siguientes del citado Reglamento, 
una vez acordada por el instructor la iniciación del procedimiento abreviado. 
 

3ª.- Concurren en la parte interesada los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de marzo. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
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 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, reproducido, prácticamente de manera 
literal, por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre. Regulación que viene constituida por los ya 
mencionados artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de modo que resulta igualmente exigible la concurrencia de los requisitos 
anteriormente señalados. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada por D. yyyyy, en nombre y 
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representación de Dña. xxxxx, debido a los daños sufridos por el vehículo 
matrícula xxxx titularidad de ésta, como consecuencia de un accidente padecido 
en una calle del municipio de xxxxx, al levantarse la tapa de una alcantarilla 
existente en la vía por la que circulaba. 
 

La parte reclamante ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
 

Se estima procedente la tramitación del expediente por el procedimiento 
abreviado, toda vez que, conforme al artículo 14 del Reglamento de los 
Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 
patrimonial, resultan “inequívocas la relación de causalidad entre la lesión y el 
funcionamiento del servicio público, la valoración del daño y el cálculo de la 
cuantía de la indemnización”. 
 

Así resulta de la documentación obrante en el expediente, 
fundamentalmente de la peritación y factura de reparación de los daños 
ocasionados al vehículo siniestrado por importe de 412,89 euros y del parte de 
accidente de la Policía Local del Ayuntamiento en el que, con referencia al 
siniestro producido el día 16 de junio de 2005 en la calle xxxxx de xxxxx, 
manifiesta: 
 

“Girada inspección se comprueba veracidad, resultando que el 
vehículo turismo marca xxxx, matrícula xxxx, ha introducido la rueda trasera 
derecha en una arqueta, al parecer cuando ésta se ha levantado al paso del 
vehículo, ocasionado daños con abollamiento de llanta de aluminio y reventón 
de rueda”. 
 

6ª.- Igualmente ha de señalarse que no plantea objeción alguna el que 
pueda finalizar el procedimiento abreviado mediante terminación convencional, 
posibilidad expresamente contemplada en el artículo 15.2 del citado 
Reglamento. 
 

Ahora bien, formulada la proposición de terminación convencional por el 
instructor y constando la expresa conformidad con la propuesta de la parte 
reclamante, lo que resultaba procedente conforme a los artículos 12 y 16 del 
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Reglamento era haber formulado, no una propuesta de resolución, sino “la 
propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el 
procedimiento”. 
 

No obstante, constando la expresa conformidad de la parte reclamante 
con la propuesta de la Administración, que satisface la pretensión inicialmente 
formulada por aquélla, se considera que en atención a los principios de eficacia 
y economía procesal, máxime habiéndose seguido la tramitación por el 
procedimiento abreviado, resulta procedente la formalización del acuerdo 
indemnizatorio a suscribir entre la parte interesada y el órgano administrativo 
competente, en el presente caso el Alcalde del Ayuntamiento de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 
 

Respecto el alcance y contenido del acuerdo indemnizatorio, interesa 
destacar que el preámbulo del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, 
manifiesta: “Obviamente, el acuerdo de terminación convencional no puede 
incluir, como tal acuerdo con un particular, ningún tipo de transacción sobre la 
existencia o no de relación de causalidad o de reconocimiento pactado de la 
responsabilidad de las Administraciones Públicas, sino limitarse a la 
determinación de la cuantía y el modo”, previsión que deberá ser observada al 
elaborarse aquél. 
 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede la terminación convencional en el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de Dña. xxxxx, representada por D. yyyyy, debido a los daños sufridos 
en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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